
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

        Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                                SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, NUEVE (09) DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024). 
 
ACCION DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 
RAD. 087583112002-2024-00008-00 
ACCIONANTE: FABIAN DE JESUS MARRIAGA VARGAS 
ACCIONADO: JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOELDAD 
 

ASUNTO A TRATAR 
 
Se decide la ACCIÓN DE TUTELA incoada por FABIAN DE JESUS MARRIAGA VARGAS, 
en contra del JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 
MULTIPLES DE SOLEDAD por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA,  
 

ANTECEDENTES 
 
La parte accionantes expresa como fundamentos del libelo incoatorio los siguientes: 

 
 

PRETENSIONES 
 
Con fundamento en  los  argumentos  antes  esgrimidos,  solicita : 
 

 
 
 

ACTUACIONES 
 
La presente acción de tutela correspondió por reparto a esta agencia judicial siendo 
admitida a través de providencia 29 de enero de 2024, ordenándose correr traslado al 
accionado a fin de que ejerciera su derecho a la defensa, y lo requiere para que aporte el 
link de acceso al proceso 2019-0909. Además, vincula al trámite a WILLIAM SANCHEZ, 
CARLOS AMARIS, ALFREDO HENRIQUEZ, BANCO AGRARIO Y JUZGADO TERCERO 

SIGCMA 
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DE FAMILIA DE SOLEDAD a quien además se requiere para que aporte link de acceso al 
expediente 2023-0266. Informe allegado en los siguientes términos: 
 
INFORME JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 
MULTIPLES DE SOLEDAD 
CESAR ENRIQUE PEÑALOZA GOMEZ, en calidad de Juez, manifestó: 
 

 

 
 



 
 

 
 
 
 
 
 

Página 3 de 7 

 

INFORME JUZGADO TERCERO PROMISCUO DE FAMILIA DE SOLEDAD 
EMILCE SOFIA ORTEGA RODRIGUEZ en calidad de Juez, manifestó: 

 

 
 
INFORME CARLOS AMARIS ALEAN Y WILLIAM SANCHEZ DEL TORO 

 

 
INFORME BANCO AGRARIO 
PAOLA RUIZ AGUILERA en calidad de Representante Legal, manifestó: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
De conformidad con lo preceptuado, corresponde determinar lo siguiente:  
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar el derecho fundamental a la administración 
de justicia y defensa, invocado por FABIAN DE JESUS MARRIAGA VARGAS en contra del 
JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD con ocasión de la solicitud de devolución de depósitos judiciales resultantes del 
proceso 2019-0909? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 29 y 86 de la Constitución Política, 
Decreto 2591 de 1991. Sentencia No. C-543/92, T- 231/94, T- 118/95, T- 492/95, SU 542/99, 
T-200/2004, T- 774/2004, T-106/2005, T-315/2005, C 590/2005, T-060- 2016, entre muchas 
otras. 
 

CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
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La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, así 
se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger estrictamente 
estas garantías que se vean vulnerados por la acción u omisión de cualquier persona. 
 
Se enuncia el estudio de los derechos fundamentales invocados:  
 
 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA 
El derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se encuentra consagrado 
en el artículo 229 de la norma superior en los siguientes términos: Se garantiza el derecho 
de toda persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos 
podrá hacerlo sin la representación de abogado. Este derecho ha sido entendido como la 
posibilidad reconocida a todas las personas de poder acudir, en condiciones de igualdad, 
ante las instancias que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional que tengan la 
potestad de incidir de una y otra manera, en la determinación de los derechos que el 
ordenamiento jurídico les reconoce, para propugnar por la integridad del orden jurídico y 
por la debida protección o restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con 
estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia 
de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y la ley. Por 
medio de su ejercicio se pretende garantizar la prestación jurisdiccional a todos los 
individuos, a través del uso de los mecanismos de defensa previstos en el ordenamiento 
jurídico. De esta forma, el derecho de acceso a la administración de justicia constituye un 
presupuesto indispensable para la materialización de los demás derechos fundamentales, 
ya que, como ha señalado esta Corporación “no es posible el cumplimiento de las garantías 
sustanciales y de las formas procesales establecidas por el Legislador sin que se garantice 
adecuadamente dicho acceso”. Por consiguiente, el derecho de acceso a la administración 
de justicia se erige como uno de los pilares que sostiene el modelo de Estado Social y 
Democrático de Derecho, toda vez que abre las puertas para que los individuos ventilen 
sus controversias ante las autoridades judiciales y de esta forma se protejan y hagan 
efectivos sus derechos. 
 
El cumplimiento de las decisiones judiciales es un elemento constitutivo del derecho al 
acceso a la administración de justicia, el cual no se agota en la posibilidad que tienen los 
ciudadanos de acudir y plantear un problema ante las autoridades judiciales, sino que su 
materialización implica que el mismo sea resuelto y que, si hay lugar a ello, se cumpla de 
manera efectiva lo ordenado por el operador jurídico. Como corolario lógico de lo anterior 
esta Corporación ha aceptado la procedencia de la acción de tutela para reclamar el 
cumplimiento de las decisiones judiciales ejecutoriadas. No obstante, en relación con la 
procedencia de la acción de tutela para proteger derechos fundamentales vulnerados como 
consecuencia del incumplimiento de un fallo emitido por una autoridad que ejerce funciones 
jurisdiccionales, la Corte ha tenido presente la obligación contenida en el mismo, 
diferenciando entre las obligaciones de dar y hacer. 
 
 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 
 
Revisado el sub-lite, encuentra éste Despacho que el problema jurídico radica en que el 
señor FABIAN DE JESUS MARRIAGA VARGAS considera vulnerados sus derechos 
fundamentales por parte del JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD con ocasión de la solicitud de devolución de 
títulos que se encontraran a su favor dentro del proceso 2019-0909 
 
El accionado JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 
MULTIPLES DE SOLEDAD en su informe asegura no estar vulnerando los derechos 
invocados por el actor, y señala que una vez revisado el expediente procedió a autorizar 
los depósitos requeridos por el actor. 
 
El artículo 86 de la Constitución Política consagró la acción de tutela y estableció 
expresamente que ella puede ser promovida para obtener la protección inmediata de los 
derechos fundamentales “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 
la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Con base en este mandato, la 
jurisprudencia constitucional ha señalado reiteradamente desde sus primeros 
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pronunciamientos que la acción de tutela procede excepcionalmente contra providencias 
emitidas por los jueces de la República. 
 
De las pruebas allegadas al plenario se tiene que el despacho accionado aporta las 
constancias de los depósitos autorizados según lo solicitado por la parte actora: 

 

 

 

 
 

 
Con fundamento en lo antes expuesto, este Despacho considera que los hechos que dieron 
origen a la presente acción fueron superados por lo que la misma carece de objeto 
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Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia T-054/20, dispuso: 
“La carencia actual de objeto por hecho superado tiene lugar cuando, entre la interposición de la 
acción de tutela y la decisión del juez constitucional, desaparece la afectación al derecho fundamental 
alegada y se satisfacen las pretensiones del accionante, debido a “una conducta desplegada por el 
agente transgresor”. 
 
Cuando se demuestra esta situación, el juez de tutela no está obligado a proferir un pronunciamiento 
de fondo. Sin embargo, de considerarlo necesario, puede consignar observaciones sobre los hechos 
que dieron lugar a la interposición de la acción de tutela, bien sea para condenar su ocurrencia, 
advertir sobre su falta de conformidad constitucional o conminar al accionado para evitar su repetición. 
 
En estas circunstancias, el juez constitucional debe declarar la improcedencia de la acción de tutela 
por carencia actual de objeto, pues, de lo contrario, sus decisiones y órdenes carecerían de sentido, 
ante “la superación de los hechos que dieron lugar al recurso de amparo o ante la satisfacción de las 
pretensiones del actor”. 

 
POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 
EN ORALIDAD DE SOLEDAD - ATLÁNTICO, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.- 
 

RESUELVE 
 
 
PRIMERO: DECLARAR CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO el ampro de 
los derechos fundamentales invocados por FABIAN DE JESUS MARRIAGA VARGAS, 
contra JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES 
DE SOLEDAD, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 
de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

  
TERCERO: En su oportunidad en caso de no ser impugnado el presente fallo, remítase el 
expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo 
dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 


